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PRESENTACIÓN DE LA CIDH SOBRE EL TEMA DE LA RESOLUCIÓN

AG/RES. 1897 (XXXII-O/02) “ESTUDIO SOBRE LOS DERECHOS Y LA ATENCIÓN DE LAS

PERSONAS SOMETIDAS A CUALQUIER FORMA DE DETENCIÓN Y RECLUSION”

(Sesión de la Comisión celebrada el día 12 de diciembre de 2002)
la protección de los derechos humanos

de las personas privadas de su libertad


La Comisión Interamericana de Derechos Humanos desde sus inicios ha prestado especial atención a los derechos de las personas privadas de su libertad. Fundamentalmente, las referencias al tema aparecen tanto en los informes que la Comisión realiza sobre la situación general de los derechos humanos en un país determinado como en los informes que la Comisión elabora a partir de denuncias individuales. 


A fin de comenzar la exposición, es fundamental señalar que existen ciertos principios generales, aplicables a todos los derechos humanos, sentados tanto por la Comisión como por la Corte Interamericana que, sin lugar a dudas, constituyen criterios de interpretación válidos a la hora de establecer el alcance reconocido especialmente a los derechos de las personas privadas de su libertad. Como punto de partida, debemos asumir que las personas privadas de su libertad son sujetos de derecho. En este sentido, la CIDH ha sostenido que la Convención Americana exige “... reconocer que las personas privadas de libertad conservan todos los derechos de las personas libres (ámbito de reserva) que no hayan sido restringidos o limitados por una resolución judicial que se base en el ordenamiento jurídico vigente antes de la comisión del hecho que motiva la sanción”
/.


Por su parte, la Corte ha sostenido que: “En los términos del artículo 5.2 de la Convención toda persona privada de libertad tiene derecho a vivir en condiciones de detención compatibles con su dignidad personal y el Estado debe garantizarle el derecho a la vida y a la integridad personal. En consecuencia, el Estado, como responsable de los establecimientos de detención, es el garante de estos derechos de los detenidos”
/.


La Comisión le otorga especial y particular importancia  al tema de la vigencia cabal de los derechos humanos de las personas privadas de su libertad. A través de casos individuales, visitas a países, informes generales, y estudios especiales, la CIDH tiene un conocimiento directo del tema y considera fundamental el pleno respeto de los derechos humanos, especialmente por la situación de vulnerabilidad en la que se encuentran las personas privadas de su libertad.  Por lo tanto, la CIDH celebra que los órganos políticos de la OEA den especial importancia al tema y hayan iniciado un debate profundo sobre el mismo.  La Comisión apoya en este sentido todas las iniciativas tendientes a incrementar la eficacia de la protección de los derechos de las personas privadas de su libertad., tanto en el ámbito interno como regional. 


Ejemplo de la importancia que la CIDH le otorga a la situación de las personas privadas de su libertad, es la utilización de todos los mecanismos convencionales, estatutarios y reglamentarios con los que cuenta a fin de promover y llamar la atención sobre esta situación. A continuación se realiza una breve exposición de las principales actividades realizadas por la Comisión en el presente año. 


En el año 2002, la CIDH ha visitado centros de detención en dos países del hemisferio durante sus visitas in loco. En efecto, en el mes de mayo, durante su visita a Venezuela la Comisión tuvo la oportunidad de  el centro de detención Yare I y Yare II, en el Estado de Miranda.  En el mes de agosto, por su parte, una delegación realizó una visita a la cárcel de Challapalca, Departamento de Tacna, Perú. En estos momentos, la Comisión.


Asimismo, las Relatorías de la Comisión, también ha podido visitar centros de detención. Particularmente la Relatoría de Trabajadores Migratorios y sus Familias, ha visitado en el presente año centros de detención en Costa Rica, Guatemala y México. 


Por su parte, en situaciones de especial urgencia y gravedad, y cuando la vida o integridad física de personas privadas de su libertad se encontraba en riesgo, la Comisión ha solicitado la adopción de medidas cautelares en varias ocasiones durante el presente año. Asimismo, en un caso, dada la especial gravedad de la situación, la Comisión ha solicitado a la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la adopción de medidas provisionales. La Corte aceptó tal solicitud, transformándose así en la primera ocasión que el Tribunal a instancias de la Comisión adopta medidas provisionales con relación a la situación general en un centro de detención. 


Con relación a la actividad frente a la Corte, en este año, la Comisión ha sometido a su consideración un caso que involucra la situación de los derechos humanos de niños privados de su libertad en un Estado miembro. El caso se encuentra en sus etapas preliminares y seguramente ofrecerá a la Corte una oportunidad para clarificar los estándares en materia de derechos humanos de niños privados de su libertad.


Durante los diferentes períodos ordinarios y extraordinarios de sesiones celebrados en el presente año, la Comisión ha convocado audiencias donde han comparecido representantes de diferentes Estados de la región así como miembros de organizaciones de la sociedad civil con el objeto de presentar información a la CIDH sobre la situación de las personas privadas de su libertad, sea en el contexto de casos individuales, medidas cautelares, procesos de solución amistosa, situación general de derechos humanos en un país o en la región en general. 


Con el objetivo de perfeccionar sus métodos de trabajo y estrechar sus vínculos con las Naciones Unidas y con otros órganos regionales, la Comisión recibirá en su próximo período de sesiones al Relator de las Naciones Unidas sobre Tortura, dentro de cuyo mandato el tema de las personas privadas de su libertad  representa un aspecto crucial. De igual manera, en el primer semestre del próximo año, el personal profesional de la Secretaría de la CIDH recibirá un entrenamiento sobre visitas a centros de detención por parte de expertos del sistema europeo y de organizaciones internacionales dedicadas a este tema. 


La importancia del tema ha justificado que la Comisión haya instruido a su Secretaría Ejecutiva para que elaborase una compilación de la jurisprudencia interamericana sobre el tema. Este trabajo procurará analizar y sistematizar la jurisprudencia existente hasta el momento, proveniente de los órganos interamericanos de protección de los derechos humanos, en el caso de las personas privadas de su libertad. La CIDH espera durante su próximo período de sesiones en febrero, discutir y aprobar tal compilación. 


Desde esta perspectiva, la CIDH apoya los desarrollos normativos en materias de derechos humanos que se den en el ámbito interamericano. Por desarrollos normativos la CIDH entiende la explicitación de obligaciones en áreas o derechos específicos que amplíen el grado de protección reconocido internacionalmente. Es decir, que en áreas donde ya existen normas internacionales, como en el caso de las personas privadas de su libertad, el desarrollo normativo debe significar garantizar más y mejor los derechos ya reconocidos. En este sentido, un futuro instrumento interamericano relativo a los derechos de las personas privadas de su libertad puede servir para actualizar, aumentar, complementar o precisar las obligaciones ya existentes.


La Comisión se permite señalar que un sistema penitenciario que funcione de forma adecuada es un aspecto necesario para garantizar la seguridad de la ciudadanía y la buena administración de la justicia. En este sentido, la Comisión en los últimos años ha identificado y definido varios desafíos que requieren la asignación decisiva de recursos humanos y materiales para implementar soluciones. Particularmente, resulta urgente la solución de problemas relativos al hacinamiento, escasa capacitación de los agentes penitenciarios, inadecuación de las instalaciones físicas, imposibilidad de acceso a cuestiones básicas al respeto a la dignidad humana tales como alimentación, atención médica y psicológica, regimenes de visitas. El uso excesivo de la prisión preventiva y el encarcelamiento de personas condenadas juntamente con procesados es un problema generalizado en nuestra región. 


Las cárceles deben ser adecuadas para albergar a las personas que representan un peligro para la sociedad y ofrecer la posibilidad de rehabilitación a aquellos que se reincorporarán a ésta en el futuro. Las personas recluidas en las cárceles se encuentran privadas de su libertad, pero tienen derecho a que se respeten sus otros derechos fundamentales, en particular, el derecho a ser tratado con el debido respeto a la dignidad humana. Cuando las cárceles no reciben la atención o los recursos necesarios, su función se distorsiona. En vez de proporcionar protección, se convierten en escuelas de delincuencia y comportamiento antisocial, que propician la reincidencia en vez de la rehabilitación. 
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�.	Salt, Marcos, La opinión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos sobre registros corporales a las visitas de establecimientos carcelarios, en “Nueva Doctrina Penal”, 1997/A, Edit. Del Puerto, Buenos Aires, p. 447.


�.	“Caso Neira Alegría y otros” par. 60. (el destacado me pertenece).
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